
LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL 6/1985, DE 1 DE JULIO  
 

Capítulo VI 
De los Juzgados de paz 
 
Artículo noventa y nueve 
 
1. En cada municipio donde no exista juzgado de primera instancia e 
instrucción, y con jurisdicción en el término correspondiente, habrá un 
juzgado de paz. 
 
2. Podrá existir una sola secretaria para varios Juzgados. 
 
Artículo cien 
 
1. Los Juzgados de paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en 
primera instancia, fallo y ejecución de los procesos que la ley determine. 
Cumplirán también funciones de registro civil y las demás que la ley les 
atribuya. 
2. En el orden penal, conocerán en primera instancia de la sustanciación 
fallo, y ejecución de los procesos por faltas que les atribuya la ley. Podrán 
intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por 
delegación, y en aquellas otras que señalen las leyes. 
 
Artículo ciento uno 
 
1. Los Jueces de paz y sus sustitutos serán nombrados para un periodo de 
cuatro años por la sala de gobierno del Tribunal Superior de Justicia 
correspondiente. El nombramiento recaerá en las personas elegidas por el 
respectivo ayuntamiento. 
 
2. Los Jueces de paz y sus sustitutos serán elegidos por el pleno del 
Ayuntamiento, con el voto favorable de la mayoría absoluta de sus 
miembros, entre las personas que, reuniendo las condiciones legales, así lo 
soliciten. Si no hubiere solicitante, el pleno elegirá libremente. 
 
3. Aprobado el acuerdo correspondiente, será remitido al juez de primera 
instancia e instrucción, quien lo elevará a la sala de gobierno. 
 
4. Si en el plazo de tres meses, a contar desde que se produjera la vacante 
en un juzgado de paz, el ayuntamiento correspondiente no efectuase la 
propuesta prevenida en los apartados anteriores, la sala de gobierno del 
tribunal superior de justicia procederá a designar al juez de paz. Se actuará 
de igual modo cuando la persona propuesta por el ayuntamiento no 
reuniera, a juicio de la misma sala de gobierno y oído el ministerio fiscal, las 
condiciones exigidas por esta ley. 
 
5. Los Jueces de paz prestarán juramento ante el juez de primera instancia 
e instrucción y tomarán posesión ante quien se hallará ejerciendo la 
jurisdicción. 
 
 



Artículo ciento dos 
 
Podrán ser nombrados Jueces de paz, tanto titular como sustituto, quienes, 
aun no siendo licenciados en derecho, reúnan los requisitos establecidos en 
esta ley para el ingreso en la carrera judicial, y no estén incursos en 
ninguna de las causas de incapacidad o de incompatibilidad previstas para 
el desempeño de las funciones Judiciales, a excepción del ejercicio de 
actividades profesionales o mercantiles. 
 
Artículo ciento tres 
 
1. Los Jueces de paz serán retribuidos por el sistema y en la cuantía que 
legalmente se establezca, y tendrán, dentro de su circunscripción, el 
tratamiento y precedencia que se reconozcan en la suya a los Jueces de 
primera instancia e instrucción. 
 
2. Los Jueces de paz y los sustitutos, en su caso, cesarán por el transcurso 
de su mandato y por las mismas causas que los Jueces de carrera en cuanto 
les sean de aplicación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



LEY 38/88, DE 28 DE DICIEMBRE, DE DEMARCACIÓN Y PLANTA 
JUDICIAL. 
 
                                      PREÁMBULO  
 
   VIII. (...) Los Juzgados de Paz se conciben por la Ley Orgánica del Poder 
Judicial como órganos incardinados en el ámbito del municipio, cuyos 
titulares son elegidos por el Pleno del Ayuntamiento. De ahí que no se haya 
renunciado a la tradicional colaboración de los municipios en el 
mantenimiento de los medios personales y materiales de dichos órganos, 
estableciendo el soporte económico del Estado o, en su caso, de las 
Comunidades Autónomas, directamente o por medio de subvenciones. 
 
   Art. 5. Los Juzgados de Paz tienen jurisdicción en el término del 
respectivo municipio, del que toman su nombre. 
 
   Art. 10. 1. La determinación del edificio, edificios o inmuebles sede de los 
órganos judiciales, y de aquellos en que deban constituirse cuando se 
desplacen fuera de su sede habitual, conforme prevé el art. 269 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, es competencia del Ministerio de Justicia o de la 
Comunidad Autónoma respectiva. Cuando se trate de Juzgados de Paz, la 
determinación del edificio se efectúa a propuesta del respectivo 
Ayuntamiento. 
 
   Art. 49. 1. Los Jueces de Paz percibirán una retribución con arreglo a los 
módulos que se fijen en la Ley de Presupuestos Generales del Estado en 
función del número de habitantes de derecho de la localidad. 
   2. La percepción a que se refiere el apartado anterior de este artículo será 
compatible con las percepciones ordinarias obtenidas por el interesado en el 
ejercicio de actividades profesionales o mercantiles. En ningún caso 
supondrá reconocimiento de dependencia alguna con respecto al 
Ayuntamiento. 
 
   Art. 50. 1. La Secretaría de los Juzgados de Paz de poblaciones de más de 
7.000 habitantes y la de aquellos otros Juzgados de Paz o Agrupaciones de 
Secretarías de los mismos, en los que la carga de trabajo lo justifique, será 
desempeñada por un Oficial al servicio de la Administración de Justicia, 
conforme se determine en la plantilla del Cuerpo. 
   2. La Orden de plantilla determinará las agrupaciones a que se refiere el 
artículo 99.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
   3. En los demás Juzgados de Paz, el Ayuntamiento nombrará una persona 
idónea para el desempeño de la Secretaría y lo comunicará al Ministerio de 
Justicia para su aprobación.  
   4. Con sujeción al régimen local, las Comunidades Autónomas y los 
Ayuntamientos podrán promover y efectuar Agrupaciones de Secretarías 
para que sean servidas por un solo funcionario. 
 
   Art. 51. 1. En los Juzgados de Paz se prestará servicio por personal 
dependiente del Ayuntamiento, sin perjuicio de la normativa aplicable al 
ejercicio de su función. 
   2. No obstante, en los Juzgados de Paz de poblaciones de más de 7.000 
habitantes y en aquellos otros Juzgados de Paz en los que la carga de 



trabajo lo justifique prestarán servicio funcionarios de los Cuerpos al 
servicio de la Administración de Justicia, con arreglo a las plazas que se 
prevean en la plantilla de dichos Cuerpos. 
   3. Las instalaciones y medios instrumentales del Juzgado de Paz, salvo 
cuando fuere conveniente su gestión total o parcial por el Ministerio de 
Justicia o la Comunidad Autónoma respectiva, estarán a cargo del 
Ayuntamiento respectivo." 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



            REGLAMENTO 3/1995, 7 DE JUNIO, DE LOS JUECES DE PAZ 
 
 
                                  EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
  
  
   Los Juzgados de Paz, primer escalón de la estructura judicial del Estado, 
aparecen configurados en la Ley Orgánica del Poder Judicial como órganos 
servidos por jueces legos, no profesionales, que llevan a cabo funciones 
jurisdiccionales y mientras desempeñan su cargo integran el Poder Judicial, 
gozando de inamovilidad temporal. 
   La peculiar naturaleza de los Jueces de Paz, que están sujetos al estatuto 
jurídico de Jueces y Magistrados con algunas excepciones derivadas del 
carácter temporal de su mandato y su no profesionalidad, exige que el 
Consejo General del Poder Judicial, haciendo uso de la potestad 
reglamentaria que le atribuye el artículo 110.2.k) de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, dicte el correspondiente 
Reglamento en desarrollo de los artículos 99 a 103 de dicho texto legal, que 
contenga las disposiciones de carácter secundario y auxiliar relativas a los 
requisitos de capacidad e incompatibilidad de los Jueces de Paz, al 
procedimiento para su nombramiento y a los derechos, deberes y 
responsabilidades que les afectan. 
   Reviste especial importancia a este respecto el procedimiento de 
nombramiento en el que a partir de la Ley Orgánica del Poder Judicial se 
atribuyó un papel relevante a los Ayuntamientos con la finalidad de que, sin 
merma de la plena autonomía que la ley otorga a las corporaciones 
municipales, estos procedimientos de elección se ciñan estrictamente a los 
requisitos de publicidad y legalidad. 
   Se establecen los requisitos formales a que deben ajustarse los acuerdos 
municipales y se determina el régimen de los recursos que caben contra los 
acuerdos de las Salas de Gobierno, a quienes les compete realizar un acto 
de homologación de los acuerdos del Ayuntamiento, consistente en 
examinar las condiciones legales que concurren en el elegido y su idoneidad 
para el cargo, así como los aspectos reglados que se derivan del contenido 
del artículo 101 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puesto que los 
restantes aspectos relativos al ajuste a derecho del acuerdo municipal en 
cuanto acto administrativo, únicamente pueden ser objeto de recurso 
contencioso-administrativo. 
   Otro aspecto relevante en que debe hacerse hincapié y que ha sido objeto 
de diversos dictámenes por parte de la Comisión de Estudios e Informes y 
de resoluciones de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder 
Judicial, es el relativo a las condiciones de capacidad y la incompatibilidad 
de los Jueces de Paz. 
   El artículo 102 de la Ley Orgánica del Poder Judicial hace una remisión 
genérica a los requisitos establecidos para el ingreso en la Carrera Judicial, 
salvo la exigencia de la licenciatura en Derecho y a su régimen de 
incompatibilidades con la excepción del ejercicio de actividades 
profesionales y mercantiles. La amplitud de ese precepto obliga a hacer 
algunas precisiones, por lo que respecta al ejercicio de determinadas 
profesiones, como es la docencia, única actividad que, cuando se 
desempeña a tiempo parcial, se autoriza a Jueces y Magistrados, o a 
algunas otras actividades que, aunque sean retribuidas con cargo a los 



Presupuestos del Estado pueden ser ejercitadas por los Jueces de Paz. Se 
ha entendido por el Consejo General, atendiendo a un criterio de razonable 
flexibilidad que, por un lado, la escasez de la suma con que se retribuye al 
Juez de Paz le obliga a dedicarse a otra actividad para poder subsistir y que, 
por otro, lo fundamental es que la otra actividad que el Juez de Paz 
desempeñe sea en esencia compatible con el cargo, teniendo en cuenta la 
finalidad a que atienden las incompatibilidades, que no es otra que la de 
evitar toda suerte de interferencia que pudiera afectar a la independencia 
del Juez a la hora de ejercer su función. 
   La edad de jubilación no es requisito exigible a los candidatos a Juez de 
Paz, que no están unidos por una relación funcionarial ni de empleo con la 
Administración, sino que basta con que el candidato acredite 
suficientemente la inexistencia de impedimento físico o psíquico para el 
cargo. 
   Por otra parte, la propia naturaleza de los Juzgados de Paz, ubicados en 
los municipios donde no existe Juzgado de Primera Instancia e Instrucción y 
corresponderles el ejercicio de funciones propias de éstos por delegación, 
hace necesario mantener el deber de residencia de los Jueces de Paz en la 
población en que tenga su sede el Juzgado. No obstante, se les somete al 
mismo régimen que a los Jueces y Magistrados permitiendo que la Sala de 
Gobierno autorice su residencia en sitio diferente si media justa causa. 
   Consecuencia directa de la integración de los Jueces de Paz en la 
estructura judicial es que deben someterse a la misma prohibición de 
pertenecer a partidos políticos que afecta a los miembros de la Carrera 
Judicial, si bien con el límite temporal de la duración de su mandato, así 
como a las incompatibilidades y prohibiciones que se derivan de las 
relaciones de parentesco o situación de hecho equivalente contenidas en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial. 
   Mayor flexibilidad debe adoptarse, sin embargo, en lo referido al régimen 
de licencias y permisos, así como al régimen disciplinario, dado que su 
carácter no profesional y la circunstancia de desempeñar normalmente otra 
actividad no permiten una estricta aplicación del régimen general de los 
Jueces y Magistrados. 
  
  
                                           TÍTULO I 
                 De los Jueces de Paz y su forma de nombramiento 
 
   ART. 1. 1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 298.2 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, los Jueces de Paz ejercen funciones 
jurisdiccionales sin pertenecer a la Carrera Judicial, con sujeción al régimen 
establecido en dicha Ley, sin carácter de profesionalidad y con inamovilidad 
temporal, formando parte durante su mandato del Poder Judicial. 
   2. Para ser Juez de Paz se requiere ser español, mayor de edad y no estar 
incurso en ninguna de las causas de incapacidad que establece el artículo 
303 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 
   ART. 2. 1. En cada Municipio donde no exista Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción, y con jurisdicción en el término correspondiente, 
habrá un Juzgado de Paz (artículo 99.1 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial). 



   2. Excepcionalmente podrá existir una sola Secretaría para varios 
Juzgados de Paz. 
 
   ART. 3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 100 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, los Jueces de Paz conocerán en el orden civil y 
penal de los procesos cuya competencia les corresponde por ley. Cumplirán 
también funciones de Registro Civil y las demás que la ley les atribuya. 
 
   ART. 4. Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán nombrados para un 
período de cuatro años por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia correspondiente. El nombramiento recaerá en las personas elegidas 
por el respectivo Ayuntamiento (artículo 101.1 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial). 
 
   ART. 5. 1. Las vacantes en el cargo de Juez de Paz titular y sustituto se 
anunciarán por el Ayuntamiento respecto con la suficiente antelación, 
mediante convocatoria pública, con indicación del plazo y lugar de 
presentación de instancias. Se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia 
y mediante edictos en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, en el 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción del Partido o Juzgado Decano y 
en el propio Juzgado de Paz. 
2. Las Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia 
participarán a los Ayuntamientos la previsión o existencia de vacantes a los 
efectos de la convocatoria a que se refiere el apartado anterior. 
 
   ART. 6. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 101.2 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial la elección de Juez de Paz y de su sustituto se 
efectuará por el Pleno del Ayuntamiento con el voto favorable de la mayoría 
absoluta de sus miembros, entre las personas que, reuniendo las 
condiciones legales, así lo soliciten. Si no hubiera solicitantes, el Pleno 
elegirá libremente con sujeción a los mismos requisitos de procedimiento. 
 
   ART. 7. 1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 101.3 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, el acuerdo del Ayuntamiento será remitido al 
Juez de Primera Instancia e Instrucción del partido o, si hubiere varios, al 
Decano, que lo elevará a la Sala de Gobierno. 
   2. Al acuerdo del Ayuntamiento se acompañará una certificación 
comprensiva de los siguientes extremos: 
      a) Referencia detallada de las circunstancias en que se produjo la 
elección. 
      b) Mención expresa de la observancia del quórum exigido por la ley. 
      c) Datos de identificación y condiciones de capacidad y de 
compatibilidad de los elegidos. 
 
   ART. 8. Si la Sala de Gobierno del Tribunal de Justicia considera que las 
personas elegidas por el Ayuntamiento reúnen las condiciones de capacidad 
y de elegibilidad exigidas por la ley expedirá los correspondientes 
nombramientos y ordenará su publicación en el Boletín Oficial de la 
Provincia, dando cuenta de los mismos al Consejo General del Poder Judicial 
y al Juez de Primera Instancia e Instrucción de Partido, o al Decano si 
hubiere varios. 
 



   ART. 9. 1. Si por el contrario, oído el Ministerio Fiscal, la Sala de Gobierno 
estima que la persona o personas propuestas por el Ayuntamiento no 
reúnen las condiciones exigidas por la Ley, procederá a designar 
directamente al Juez de Paz. 
   2. Actuará del mismo modo si, en el plazo de tres meses desde que se 
produjera la vacante en un Juzgado de Paz, el Ayuntamiento 
correspondiente no efectuase la propuesta prevista en los artículos 
anteriores. 
 
   ART. 10. 1. En los casos en que el Ayuntamiento formulase únicamente 
propuesta de Juez de Paz titular sin incluir al sustituto, la Sala de Gobierno 
procederá a la designación directa del sustituto. 
   2. En estos casos la Sala de Gobierno podrá recabar los datos e informes 
que estime pertinentes a través del Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción del partido o del Decano si hubiere varios. 
 
   ART. 11. 1. Cuando la Sala de Gobierno deba proceder a la designación 
directa del Juez de Paz, de acuerdo con lo indicado en los artículos 
anteriores, se anunciará la vacante en el Boletín Oficial de la Provincia 
donde tenga su sede el Juzgado de Paz. Se acordará asimismo la 
publicación de edictos en el tablón de anuncios del Ayuntamiento 
correspondiente, en el del Tribunal Superior de Justicia, en el del Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción del partido y en el del Juzgado de Paz. 
Quienes estén interesados en el nombramiento podrán formular solicitudes 
directamente ante la Sala de Gobierno. 
   2. La Sala de Gobierno valorará los méritos de los solicitantes y designará 
entre los peticionarios al que estime más idóneo. 
   3. Si no hubiera solicitudes o los solicitantes no reunieran las condiciones 
legales, la Sala de Gobierno podrá efectuar la designación libremente entre 
quienes, a su juicio, reúnan los requisitos de idoneidad y se hallen 
dispuestos a aceptarla, procediendo al efecto a recabar los datos e informes 
que estime pertinentes a través del Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción del partido, o del Decano si hubiere varios. 
 
   ART. 12. Contra los acuerdos de nombramiento de Jueces de Paz cabe 
recurso ordinario o de revisión, en su caso, ante el Pleno del Consejo 
General del Poder Judicial en los plazos y por los motivos y formas que 
establece la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
  
  
                                               TÍTULO II 
                        De las condiciones de capacidad y compatibilidad 
 
   ART. 13. Podrán ser nombrados Jueces de Paz, tanto titulares como 
sustitutos, quienes, aun no siendo licenciados en Derecho, reúnan los 
requisitos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial para el ingreso 
en la Carrera Judicial, excepto los derivados de la jubilación por edad, 
siempre que ésta no suponga impedimento físico o psíquico para el cargo. 
 



   ART. 14. 1. Durante su mandato los Jueces de Paz estarán sujetos al 
régimen de incompatibilidades y prohibiciones reguladas en los artículos 
389 a 397 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en lo que les sea aplicable. 
   2. En todo caso, tendrán compatibilidad para el ejercicio de las siguientes 
actividades: 
      a) La dedicación a la docencia o a la investigación jurídica. 
      b) El ejercicio de actividades profesionales o mercantiles que no 
impliquen asesoramiento jurídico de ningún tipo y que, por su naturaleza, 
no sean susceptibles de impedir o menoscabar su imparcialidad o 
independencia ni puedan interferir en el estricto cumplimiento de los 
deberes judiciales. 
 
   ART. 15. 1. Cuando en la persona elegida por el Ayuntamiento concurriera 
alguna causa de incompatibilidad, podrá la Sala de Gobierno proceder a su 
nombramiento si el propuesto reúne los requisitos legales de capacidad, 
concediéndole el plazo de ocho días para que acredite el cese en el ejercicio 
de la actividad incompatible. 
   2. En el caso de que no acredite el extremo anterior en el plazo previsto, 
se entenderá que renuncia al cargo de Juez de Paz. 
 
   ART. 16. La autorización, reconocimiento o denegación de compatibilidad 
de los Jueces de Paz y sustitutos corresponde al Consejo General del Poder 
Judicial previo informe del Presidente del Tribunal Superior de Justicia 
respectivo.  
  
                                              TÍTULO III 
                                   De los derechos y deberes 
 
   ART. 17. 1. Los Jueces de Paz deberán residir en la población donde tenga 
su sede el Juzgado de Paz. 
   2. No obstante, la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia del 
que dependan podrá autorizar por causas justificadas la residencia en lugar 
distinto, siempre que sea compatible con el exacto cumplimiento de los 
deberes propios del cargo. 
 
   ART. 18. En cada Juzgado de Paz, el Juez fijará las horas de audiencia, 
dándose al acuerdo correspondiente la debida publicidad. 
 
   ART. 19. Los Jueces de Paz durante el tiempo de su mandato gozarán de 
inamovilidad. 
 
   ART. 20. 1. Los Jueces de Paz tomarán posesión de su respectivo cargo 
dentro de los veinte días naturales siguientes a la fecha de publicación de 
su nombramiento en el Boletín Oficial de la Provincia, previo juramento o 
promesa ante el Juez de Primera Instancia e Instrucción del Partido, o 
Decano si hubiere varios. 
   2. La Sala de Gobierno podrá prorrogar tales plazos si mediase justa 
causa. 
   3. La duración del mandato se computará desde la fecha de publicación 
de su nombramiento en el Boletín Oficial de la Provincia. 
 



   ART. 21. 1. Si la persona nombrada para ejercer como Juez de Paz se 
negase a prestar juramento o promesa, cuando proceda, o dejara de tomar 
posesión sin justa causa, se entenderá que renuncia al cargo. 
   2. No estarán obligados a prestar juramento o promesa quienes ya lo 
hubieren prestado con anterioridad como Jueces de Paz. 
 
   ART. 22. Una vez hayan tomado posesión de sus cargos, les será 
expedido por la Sala de Gobierno respectiva un carné acreditativo de su 
identidad conforme al modelo aprobado por el Consejo General del Poder 
Judicial. 
 
   ART. 23. Los Jueces de Paz no podrán pertenecer a partidos políticos o 
sindicatos, o tener empleo al servicio de los mismos, y les estarán 
prohibidas las actividades comprendidas en el artículo 395 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
 
   ART. 24. Los Jueces de Paz no podrán revelar hechos o noticias referentes 
a personas físicas o jurídicas de los que hayan tenido conocimiento en el 
ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
396 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 
   ART. 25.1. Los Jueces de Paz serán sustituidos por sus respectivos 
sustitutos en los casos de enfermedad o ausencia por causa legal. 
   2. Cuando no existiera Juez sustituto, la Sala de Gobierno prorrogará la 
jurisdicción al titular de otra localidad que desempeñará ambos cargos. 
 
   ART. 26.De conformidad con lo dispuesto en el artículo 103.1 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, los Jueces de Paz serán retribuidos por el 
sistema y la cuantía legalmente establecidos. 
 
   ART. 27. Los Jueces de Paz tendrán derecho dentro de su circunscripción 
al tratamiento y precedencia que se les reconozcan en el Reglamento 
correspondiente. 
 
 ART. 28. 1. Los Jueces de Paz cesarán en su cargo por las siguientes 
causas: 
   a) Por el transcurso del plazo por el que fueron nombrados. No obstante, 
una vez transcurrido dicho plazo y hasta tanto se proceda a efectuar nuevo 
nombramiento, la Sala de Gobierno podrá prorrogar su mandato hasta la 
toma de posesión del nuevo Juez de Paz. 
   b) Por renuncia aceptada por la Sala de Gobierno que los nombró. 
   c) Por incurrir en causa de incapacidad o incompatibilidad. 
   En los casos anteriores, el Acuerdo correspondiente de la Sala de 
Gobierno será comunicado al Consejo General del Poder Judicial. 
   2. En caso de sanción disciplinaria, pérdida de la nacionalidad española o 
condena a pena privativa de libertad por razón de delito doloso, el cese será 
acordado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial. 
 
   ART. 29.Los Jueces de Paz están sujetos al régimen de licencias y 
permisos previsto en los artículos 370 a 377 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial con las excepciones que se deriven de la naturaleza del cargo y de 
su carácter no profesional. 



                                          TÍTULO IV 
                  De la responsabilidad de los Jueces de Paz 
 
   ART. 30. 1. La responsabilidad penal de los Jueces de Paz por delitos o 
faltas cometidas en el ejercicio de las funciones de su cargo se exigirá 
conforme a lo dispuesto en los artículos 405 a 410 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial en lo que les sea aplicable. 
 
   ART. 31.1. Los Jueces de Paz responderán civilmente por los daños y 
perjuicios que causaren cuando en el desempeño de sus funciones 
incurrieren en dolo o culpa, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
411 a 413 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
   2. La responsabilidad civil podrá exigirse de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 412 y 413 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 
   ART. 32. Los Jueces de Paz están sujetos a responsabilidad disciplinaria 
en los casos y con las garantías establecidas en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, en lo que les sea aplicable. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



INSTRUCCIÓN 4/2001, DE 20 DE JUNIO, DEL PLENO DEL CONSEJO 
GENERAL DEL PODER JUDICIAL, SOBRE EL ALCANCE Y LOS LÍMITES 
DEL DEBER DE AUXILIO JUDICIAL. 
  
   Según expresa el Libro Blanco de la Justicia, la denominada Justicia de 
Paz constituye el primer escalón de la organización judicial. Sostiene a tal 
efecto dicho texto que existe un muy elevado número de unidades 
jurisdiccionales, (que) tienen escasas competencias, pero no las pueden 
atender adecuadamente. Por ello propugna tal documento la conveniencia 
de distinguir entre dos tipos de Juzgados de Paz: Los de poblaciones 
pequeñas, en las que el Juez de Paz parece encajar en el concepto cuasi-
honorífico propio de nuestra tradición jurídica y que asume la Ley Orgánica 
del Poder Judicial y los de aquellas otras localidades mayores o de tipo 
medio, donde el Juez de Paz tiene una relevante tarea jurisdiccional, ya que 
celebra con alguna frecuencia juicios de faltas, desarrolla una notable 
actividad en materia de Registro Civil y, sobre todo, practica numerosos 
actos de auxilio judicial. Es este último aspecto de su actividad el que 
motiva el presente texto. 
 
   I.- La atención al auxilio judicial por parte de los Juzgados de Paz, supone 
seguramente su más frecuente colaboración en la función de administrar 
justicia y se traduce sin duda en una importante ayuda para los restantes 
órganos jurisdiccionales de superior jerarquía funcional. En esta materia 
resulta determinante la circunstancia de que se trate de un tipo u otro de 
Juzgado de Paz, según la diferenciación antes apuntada. En efecto, si se 
trata de un órgano correspondiente a un municipio de escasa entidad 
poblacional y, por ende, carente de medios propios, estando servido por 
personal del Ayuntamiento correspondiente, parece obvio que su 
cooperación en materia de auxilio judicial debe reducirse a sólo los actos 
procesales de comunicación. En los demás casos, y especialmente cuando 
nos encontremos ante una de las denominadas Agrupaciones de Secretarías 
de Juzgados de Paz, cabe ampliar razonablemente, aunque no de modo 
ilimitado, dicho ámbito de actuaciones, salvo que por la peculiar naturaleza 
de las que se trate de practicar, requieran la mediación del Juez del 
proceso, como, por ejemplo y salvando el concurso de circunstancias 
excepcionales, ocurre con los actos de prueba. 
   La consideración de los Juzgados de Paz desde el punto de vista de los 
actos de auxilio judicial exige también valorar la cooperación que en la 
materia puedan prestar los nuevos resortes de ayuda a las oficinas 
judiciales para la realización de actos procesales de carácter repetitivo. En 
esta línea, ya la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre, amplió la 
escasa regulación que el artículo 272 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
concedía a los servicios comunes, extendiendo su ámbito funcional de 
actuación, que ya no se limita sólo a las notificaciones o a los actos de 
comunicación en general, sino que comprende también cuestiones tales 
como la ejecución de las sentencias, la práctica de embargos y 
lanzamientos, la trascripción de resoluciones y otros de carácter similar, y 
mejorando, de otra parte, su régimen jurídico. Por todo ello parece 
oportuno conectar la práctica de las actuaciones propias del auxilio judicial 
con esta nueva figura de instrumentos funcionales, haciendo así efectivo el 
propósito del denominado Libro Blanco de la Justicia que valoraba tales 
servicios comunes como una de las piezas clave para la reforma de la 



oficina judicial, a fin de racionalizar el trabajo, evitar la repetición de tareas, 
aprovechar mejor los recursos, liberar a los Juzgados de la necesidad de 
realizar unos cometidos coincidentes en su contenido, tiempo y espacio con 
los de otros órganos similares, crear estructuras especializadas y poco 
sensibles a los avatares del personal que las atiende y protocolizar y 
uniformar las actividades judiciales. 
 
   II.- En varias ocasiones anteriores ya ha debido este órgano de gobierno 
del Poder Judicial impartir instrucciones de una u otra naturaleza tendentes 
a ordenar la actuación de los Juzgados y Tribunales en materia de auxilio 
judicial, tratando de enmendar las disfunciones advertidas y de evitar 
abusos que perturban la normal actividad jurisdiccional. 
   La primera de estas iniciativas se efectuó por un acuerdo de la Comisión 
Permanente de 22 de abril de 1987 que estableció al respecto varias 
orientaciones generales, curiosamente coincidentes con algunos de los 
criterios que 13 años más tarde ha implantado la nueva Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Se sentaba así la norma general de que era el propio 
Juzgado del pleito el que habría de llevar a efecto todas cuantas actuaciones 
exigiera su tramitación y se limitaba el recurso a los Juzgados de Paz para 
la realización por vía de auxilio judicial de diligencias que frecuentemente 
desbordaban las posibilidades de su organización y medios. 
   Unos años después hubo de abordarse de nuevo la misma materia al 
aprobarse el Reglamento número 5 de 1995, sobre los Aspectos Accesorios 
de las Actuaciones Judiciales, cuyo título IV, artículos 60 a 76, acomete una 
nueva regulación de tales cuestiones bajo orientaciones de todo punto 
similares a las anteriormente aprobadas. 
 
   III.- La nueva Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, no sólo 
limita en general los supuestos en que está justificado acudir a la técnica 
del auxilio judicial, sino que impone nuevas y superiores restricciones 
cuando de Juzgados de Paz se trata. 
   Téngase así en cuenta, respecto del primer grupo de cuestiones aludidas, 
que según el nuevo artículo 169.2, ya no basta para acudir al auxilio judicial 
con que concurra la simple circunstancia de que la diligencia acordada deba 
tener en principio lugar fuera de la circunscripción del órgano que la hubiere 
ordenado y buena prueba de ello es que en tal precepto se admite de modo 
expreso la posibilidad de que el organismo ordenante se desplace fuera del 
territorio de su jurisdicción para llevarla a efecto. De otra parte, el juego 
combinado de los artículos 129.3, 169.2 y 4 y 289.2 impone que las 
principales diligencias de carácter probatorio -reconocimiento judicial, 
interrogatorio de las partes, declaración de testigos y ratificación o 
rectificación de los informes periciales-, se realicen no solo a presencia 
judicial -secuela inexcusable del principio de inmediación que la Ley acoge-, 
sino, precisamente, ante el propio Juzgado del pleito y ello aun cuando los 
objetos a reconocer o el domicilio de las personas que han de declarar se 
encuentren fuera de la circunscripción de aquel. 
   En todo caso, sólo cuando concurran circunstancias especiales -que, 
lógicamente, habrán de razonarse en la resolución correspondiente-, parece 
adecuado acudir el auxilio judicial. Coincide, pues, esta orientación legal con 
alguna de las conclusiones que hace ya trece años sentó el Consejo General 
del Poder Judicial. 



   Tal coincidencia se advierte también en lo que atañe a la posibilidad 
genérica de encomendar el auxilio judicial a los Juzgados de Paz. Así, el 
nuevo artículo 170 prevé que por lo común el auxilio habrá de hacerlo 
efectivo el propio Juzgado de Primera Instancia del lugar en cuya 
demarcación haya de tener lugar la diligencia y sólo por excepción, cuando 
se trate de actos procesales de comunicación -esto es notificaciones, 
citaciones, emplazamientos y requerimientos- permite que el encargo pueda 
recaer sobre un Juzgado de Paz. 
   La expresada regulación cuenta, además de su carácter legal y su 
superior jerarquía sobre la simple norma reglamentaria, con la eficacia 
supletorio que, en defecto de disposiciones expresas en las leyes que 
regulan los procesos penales, contencioso-administrativos, laborales y 
militares, tienen los preceptos de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, 
según dispone su artículo 4. 
 
   IV.- El conjunto de las innovaciones introducidas en nuestra ordenación 
procesal por la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil ha creado un cierto estado 
de confusión o, cuando menos, de incertidumbre que se ha traducido en 
numerosas consultas, dudas y controversias referidas tanto a la práctica en 
general de los sistemas de auxilio judicial tras la nueva regulación, como, 
de forma más concreta, al cometido que bajo tal rúbrica puede 
encomendarse a los Juzgados de Paz. 
   Para dar cumplida respuesta a tal cúmulo de interrogantes y ofrecer una 
orientación fiable a los órganos judiciales, la Comisión Permanente del 
Consejo General del Poder Judicial acordó en su reunión de 9 de abril del 
año en curso trasladar a la Comisión de Estudios e Informes el conjunto de 
las comunicaciones recibidas en los últimos tiempos con el encargo de 
redactarse una prevención general sobre el alcance y los límites de la 
obligación de prestar auxilio judicial por parte de los diferentes órganos 
judiciales y especialmente por parte de los Juzgados de Paz. 
   Por último, aun cuando la presente Instrucción tiene presente la 
problemática derivada del auxilio judicial que prestan los Juzgados de Paz, 
por ser de más urgente resolución las cuestiones relacionadas con el 
mismo, sin embargo se procura abordar en ella también el conjunto de la 
cooperación entre órganos jurisdiccionales dentro del Estado, quedando 
únicamente al margen el auxilio judicial internacional, por su especificidad. 
   En virtud de las anteriores consideraciones, el Pleno del Consejo General 
del Poder Judicial, en su reunión del día 20 de junio de 2001, ha adoptado 
el siguiente acuerdo: 
 
   Único. 
   Se aprueba la presente Instrucción 4/2001, sobre el alcance y los límites 
del deber del auxilio judicial, en los términos expresados en el anexo que se 
adjunta, disponiendo su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
 
   Santander, 20 de junio de 2001. 
   El Presidente del Consejo General del Poder Judicial,  
   Delgado Barrio. 
 
 
 
 



   ANEXO. 
 
Instrucción 4/2001, de 20 de junio, del Pleno del Consejo General 
del Poder Judicial, sobre el alcance y los límites del deber de auxilio 
judicial. 
 
   1. Criterios generales sobre el deber de auxilio judicial.  
 
   1. El deber de prestar el auxilio judicial, contemplado en los artículos 263 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 169.1 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, comprende a todos los Juzgados y Tribunales previstos en la Ley y, 
por tanto, también a los Juzgados de Paz, al ser estos órganos titulares de 
la potestad jurisdiccional y encontrarse, como tales, enumerados en el 
artículo 26 de la primera de las normas citadas. 
   2. Independientemente de lo expuesto, debe partirse del carácter 
complementario del auxilio judicial, en el sentido de que ha de ser 
precisamente el órgano judicial que resulte competente para conocer de 
cada proceso determinado, el que, con carácter general y salvo 
circunstancias especiales, practique cuantas actuaciones y diligencias exija 
su tramitación. 
 
 
   2. Ámbito procesal del auxilio judicial. 
 
   1. El alcance, los límites y las modalidades del auxilio judicial que haya de 
encomendarse a otros órganos judiciales deberán decidirse en el ámbito 
específico del procedimiento donde el mismo se recabe, por medio de las 
correspondientes resoluciones de índole jurisdiccional que, en su aspecto 
puramente funcional, se acomodarán a las correspondientes resoluciones 
gubernativas cuando ello fuere procedente. 
   2. Sin perjuicio de lo anterior, deberá evitarse acudir a los sistemas de 
cooperación jurisdiccional para la práctica de los actos de prueba, debiendo 
servirse los órganos judiciales a tales efectos de las diversas posibilidades 
que ofrece la Ley para permitir que sea el propio Juez sentenciador quien 
practique las diligencias probatorias que procedan. Tal criterio habrá de 
mantenerse con carácter general salvo que, excepcionalmente, las 
circunstancias concurrentes hagan inevitable el recurso a los sistemas de 
auxilio judicial, lo que habrá de acordarse por resolución motivada. 
   3. La práctica de los actos de comunicación que deban llevarse a efecto 
en la persona del Procurador de las partes y a que se refiere el artículo 153 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, así como la remisión de los mandamientos 
y oficios a determinadas autoridades o funcionarios prevista en el artículo 
167.1 de la misma norma, deberán realizarse directamente por el Tribunal 
que haya acordado tales actuaciones, sin recurrir al auxilio judicial. 
   4. Los actos de comunicación, cuando no hagan referencia a una parte 
personado en el proceso y, por tanto, no se efectúen a través del 
Procurador, o cuando, necesaria y justificadamente, hayan de llevarse a 
efecto mediante la entrega personal al destinatario de copia literal del 
documento judicial de que se trate, se realizarán por medio del correo, de 
telegrama o de cualquier otro medio técnico que permita dejar en los autos 
copia fehaciente de la recepción, de su fecha y del contenido de lo 
comunicado. 



   5. Sólo podrán practicarse mediante el auxilio judicial aquellos actos de 
comunicación que impliquen necesariamente la entrega directa a la persona 
del destinatario de la copia de la resolución que se le haya de notificar, del 
requerimiento que el Tribunal le dirija o de la cédula de citación o de 
emplazamiento, como disponen los artículos 152, 161 y 165 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. 
 
 
   3. Ámbito territorial del auxilio judicial. 
 
   1. Procederá recurrir al auxilio judicial, mediante la correspondiente 
solicitud, cuando la diligencia a realizar tenga que llevarse a cabo fuera de 
la circunscripción del Juzgado o Tribunal exhortante, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 274.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 
169.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, siempre que no se trate de alguna 
de las actuaciones procesales a que se refiere el número 4 del precepto 
últimamente citado. 
   2. En el recurso al auxilio judicial ha de partirse del principio general de 
que ha de ser precisamente el órgano judicial competente para conocer de 
cada proceso determinado, el que, con carácter general y salvo 
circunstancias especiales, practique cuantas diligencias exija su tramitación. 
Este principio ha de regir con especial intensidad para aquellas actuaciones 
que hayan de tener lugar dentro de la circunscripción territorial del órgano 
actuante. Por ello, la posibilidad que autoriza el artículo 169.3 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, relativa al uso del auxilio judicial para la realización de 
actos procesales fuera del término municipal que constituya la sede de 
aquel pero dentro de su ámbito territorial propio, debe ser objeto de 
interpretación restrictiva y reservarse por lo común para la práctica de 
aquellos actos de comunicación que no se puedan efectuar directamente por 
el Juzgado o Tribunal de que se trate. Fuera de estos casos, la posibilidad 
de acudir a mecanismos de auxilio judicial en dicho ámbito espacial debe 
limitarse a supuestos ciertamente excepcionales que deben ser objeto de la 
oportuna motivación. 
   3. El criterio anteriormente expuesto debe igualmente regir, bien que con 
una intensidad sin duda menor, para las diligencias procesales que deban 
llevarse a efecto fuera de la circunscripción territorial del Juzgado o Tribunal 
actuante. Deberán, por ello, los órganos judiciales antes de acudir por 
sistema al auxilio judicial, valorar la posibilidad de hacer uso, cuando ello 
fuere procedente, de las alternativas que establecen los artículos 275 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y 129.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
   4. Las excepciones que para la práctica de las diligencias probatorias en 
lugar diferente del de la sede del órgano judicial actuante y que se reflejan 
en el segundo párrafo del antes aludido artículo 169.4 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, habrán de interpretarse también restrictivamente, 
exigiendo una resolución fundada al efecto y, en todo caso, deberá evitarse 
que recaigan en un Juzgado de Paz, aunque su Secretaría esté integrada en 
una agrupación. 
 
 
 
 



   4. Carácter restrictivo del auxilio judicial a prestar por los Juzgados de 
Paz. 
 
   1. El recurso al auxilio judicial que haya de prestarse por los Juzgados de 
Paz no deberá utilizarse con carácter general y sistemático, sino tan sólo 
cuando concurran causas justificadas para ello, debiendo el Juzgado del 
pleito practicar dentro de su circunscripción todas cuantas actuaciones exija 
la tramitación de los procesos. Corresponderá en todo caso al órgano autor 
de la solicitud motivar suficientemente las causas justificativas del auxilio 
solicitado. 
   2. De conformidad con lo que dispone el artículo 170 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, con carácter general, cuando se trate de Juzgados de 
Paz, sólo cabrá utilizar el recurso al auxilio judicial para la realización de los 
actos procesales de comunicación. 
   3. Independientemente de lo anterior, el auxilio judicial que se recabe de 
los Juzgados de Paz habrá de realizarse de forma prudente y moderada, 
debiendo ponderar los Presidentes de los Tribunales y Audiencias y las 
restantes instancias de gobierno del Poder Judicial, cuando resuelvan las 
incidencias que ante ellos se planteen, la situación concreta que concurra en 
cada caso, la naturaleza de la diligencia solicitada y la disponibilidad de 
medios del Juzgado de Paz destinatario. 
   4. Cuando se trate de una Agrupación de Secretarías de Juzgados de Paz 
que cuente con personal de los Cuerpos al Servicio de la Administración de 
Justicia, o de órganos que se encuentren asistidos por los Servicios 
Comunes, el órgano exhortante valorará la naturaleza, dificultad y 
complejidad de la diligencia a practicar y la necesidad de preservar el 
principio de inmediación judicial, antes de encomendar a dichos órganos por 
vía de auxilio judicial la realización de alguna diligencia que no sea un acto 
de comunicación, y si decidiere acudir a tal vía adoptará una resolución 
fundada en que consten sucintamente las razones de su acuerdo. 
   5. Los Presidentes de los Tribunales y Audiencias, y los Jueces Decanos, 
cuidarán de que la práctica de los actos de comunicación y de ejecución que 
hayan de efectuarse por los Juzgados de Paz, cuando exceda de sus 
normales posibilidades, se lleve a cabo en estrecha colaboración con los 
servicios comunes que para la realización de tales actos se hubieran 
constituido en el ámbito territorial de que se trate. 
   6. Los servicios comunes para la práctica de los actos de comunicación y 
ejecución prestaren a los Juzgados de Paz que lo precisen la asistencia que 
sea necesaria para cumplimentar las peticiones de auxilio judicial que éstos 
reciban. 
 
 
   5. Control gubernativo de los actos de auxilio judicial. 
 
   1. Los Presidentes de los Tribunales y Audiencias velarán por que las 
peticiones de auxilio judicial y su cumplimiento se ajusten a la prevenido en 
las Leyes, en los Reglamentos y en las Instrucciones aprobadas por el 
Consejo General del Poder Judicial, corrigiendo los excesos y anomalías que 
adviertan. 
   2. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 68.2 del Reglamento 
5/1995, de 7 de junio, de los Aspectos Accesorios de las Actuaciones 
Judiciales, y 5.1.d) del Reglamento 1/2000, de 26 de julio, de los órganos 



de Gobierno de los Tribunales, los expresados Presidentes y Salas de 
Gobierno resolverán en vía gubernativa cuantas cuestiones se les sometan 
relativas al alcance del deber de auxilio judicial o a la adecuación a las 
exigencias legales y reglamentarias de las peticiones dirigidas a órganos de 
su ámbito y sobre cuyo cumplimiento exista controversia o incertidumbre. 
   3. Las autoridades gubernativas bajo cuya dependencia funcional actúe 
algún servicio común para la práctica de los actos procesales de 
comunicación o de ejecución cuidarán de organizar su funcionamiento de 
modo que puedan prestar su asistencia para la realización de las diligencias 
de auxilio judicial que reciban y que apoyen y colaboren en tal tipo de 
cometidos con los Juzgados de Paz de su ámbito territorial que lo precisen. 
   4. El Servicio de Inspección del Consejo General del Poder Judicial 
supervisará los términos en que los distintos órganos judiciales expidan y 
cumplimenten los despachos de auxilio judicial, cuidando de la observancia 
de las normas que regulan tal actividad, así como de impartir las 
orientaciones o indicaciones que correspondan y de corregir las anomalías o 
infracciones que detecten. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
    
 
 
 



Instrucción de 28 de Febrero de 2006 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre competencia de los Registros 
Civiles Municipales en materia de adquisición de nacionalidad 
española y adopciones internacionales 
 
(…) 
 
a) La competencia para la tramitación e inscripción de los 

expedientes de nacionalidad corresponde exclusivamente a este 
Registro Civil Municipal de su partido judicial, donde deberán remitir 
las solicitudes y documentación que a tal efecto les fuera presentada 
por los promotores. 

 
b) La competencia para la inscripción de los expedientes de adopción 

internacional corresponde al Registro Civil, municipal o delegado, del 
domicilio de los interesados, que puede ser el de la población cabeza 
de Partido Judicial o cualquier Registro Civil del Juzgado de Paz. 

 
Ahora bien, las inscripciones de adopción internacional que hayan de 
practicar los Jueces de Paz, cuando les corresponda, se llevarán a cabo 
previa calificación del Encargado del Registro Civil Municipal del que 
dependan, que, a su solicitud, les remitirá las correspondientes 
instrucciones. Por ello: 
 

- Una vez presentada la solicitud por los interesados y 
ratificados en la misma, deberá remitir la solicitud junto 
con toda la documentación, por correo certificado, a este 
Registro Civil Municipal. 

- Este Registro Civil les devolverá en su momento toda la 
documentación recibida acompañada de las instrucciones 
oportunas de cómo llevar a cabo la inscripción o 
inscripciones 

- En todo caso y ya desde ahora les indico que al practicar 
la primera inscripción de adopción internacional deberán 
siempre hacer constar en observaciones la siguiente 
frase: ‘Se comunica esta inscripción al Registro Civil 
Central, conforme a lo dispuesto en el art. 16-5º de 
la Ley del registro Civil’ 

 
 


